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SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dios, Patria i Libertad. — República Dominicuna 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el abogado Lic. 
Félix S. Ducoudray, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del distrito judicial del Seybo, de fecha veintinueve 

de abril de mil novecientos diez i nueve, que condena al señor Lu-
cas Castillo a sufrir un año de prisión correccional i pago de cos- 
tos por no cumplir con las obligaciones que como padre de l os   hi- 
jos.de la señora Tarcila Valdéz de Castillo, le impone la Orden 
Ejecutiva N? 168. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría del Juzga-
do de Primera Instancia, en fecha cuatro de mayo de mil novecien-
tos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Jucz Ralatc.r. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de •la 

República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos los 

artículos 26, 37 i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casaciób. 
Considerando, que a consecuencia de querella de la señora 

Tarcila Valdéz de Castillo, el señor Lucas Castillo fué sometido por el Procurador Fi scal del distrito judicial del Seybo, al Tribkinal 
Correccional, en virtud de la Orden Ejecutiva No 168, por el bo-
cho de no cumplir con sus obligaciones respecto de sus hijos me-
nores Andrés i Rine, habidos con la querellante, su esposa; i con-denado en fecha veintinueve de abril de mil novecientus (bu i nueve, como queda dicho. 

Lic. Fidelio Despradel, Juez; 
Luis F. Sosa, Procurador Fiscal; 
Julian Díaz Va I de pares,Juez (le 
Instrucción; Rogelio Heureaux, 
Secretario 

Juzgado de la Instancia de 

Ifonte Cristi 
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Considerando, que según la copia del acta de la declaración 
; del recurso de casación, que figura en el expediente, el señor Do-

natilo Acosta se presentó en la Secretaría del Juzgado que dict') la 
sentencia <portador de un pliego del Licenciado Félix S. Ducou-
dray» quien requería del Secretario levantara <un acto de provei-
miento en casación» contra la sentencia pronunciada por el Juz-
gado Correccional, que condenó al señor Lucas Castillo. 

Considerando, que el recurso de casación contra las senten-
cias dictadas en materia criminal, correccional i de simple policía, 
sólo puede ser intentado, conforme a los términos del artículo 26 
de la Lei sobre Procedi,miento de Casación, por el condenado, el 
ministerio público, la parte civil i las personas civilmente respon- 
sables. 

Considerando, que el artículo 37 de la misma Lei requiere 
que la declaración del recurso de casación se haga por la parte in-
teresada en la Secretaría del Tribunal que dicté la sentencia; i au-
toriza que se haga por el abogado de la parte condenada, o por un 
apoderado especial; caso este último en el cual el poder deberá a-
nexarse a la declaración. 

Considerando, que el Licenciado Félix S. Ducoudray no tenía 
calidad para hacer la declaración del recurso en su propio nom-
bre, puesto que no fué parte en la causa; que tampoco figura en 
ella como abogado del condenado; que en la declaración del recur-
so no consta que la hiciera como apoderado del señor Lucas Casti-
llo, ni existe en el expediente el poder que para tal caso requiere 
el artículo 37 de la Lei; ni dice la declaración que el recurso se in-
terpusiese en nombre del condenado; que así, tal como está redac-
tada la declaración, este recurso ha sido intentado por el Licencia-
do Félix S. Ducoudray, quien no tenía calidad para ello. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpuesto 
por el Licenciado Félix S. Ducoudray, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del distrito judicial del Seybo, de fecha 
veinte i nueve de abril de mil novecientos diez i nueve, i lo con- 
dena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.—A. Arredondo Miura.--M. de J. González M. 
P. Báez Lavastida. —A. ll'oss y Gil.—Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces que arriba figuran, eu la audiencia pública del día nueve 
de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario General, 

certifico. 
OCTA VIO LANDOLFI. 

• 
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pie)S, PATRIA 1 LIBERTAD.--REPUBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Julián 
Pérez o Saballo, agricultor, natural de Palmarito, jurisdicción de 
Salcedo i domiciliado en Cuaba Arriba, sección de San Fran-
cisco de Macorís, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega,de fecha ocho de setiembre de mil novecientos diez i nueve, 
que lo condena, reconociendo circunstancias atenuantes, <a veinte 
años de trabajos públicos i pago de costos, por haberle dado 
muerte voluntariamente al que so nombraba José Delgado e in-
mediatamente a Máximo Alrnanzar.» 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secreta-
ría de la Corte de Apelación por el abogado del recurrente, Lic. 
Ramón Ramírez Cuez, ekfecha diez i nueve de setiembre de mil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 
artículos 1, 326, 304 i 463 del Código Penal; 47 i 24 de la Lei so-
bre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que la Corte de Apelación reconoció a Julián 
Pérez o Saballos, culpable del homicidio voluntario con la circuns-
tancia de excusa de haber sido provocado, en la persona de José 
Delgado, seguido de homicidio voluntario en la persona de Máxi-
mo Almánzar; i lo consideró incurso en la disposición del artículo 
304 del Código Penal, que castiga con la pena de muerte el homi-
cidio cuando a su comisión preceda, acompañe o siga otro crimen; 
por entender la Corte que «las disposiciones relativas a la excusa 
legal de la provocación uo son aplicables tratándose del crimen de 
homicidio sino cuando se-trata-del homicidio simple, previsto por 
el artículo 295 del Código Penal;» distinción que no ha sido es-
tablecida por la Lei, i que no puede ser creada por los jueces. 

Considerando, que según el artículo 1 del Código Penal, la ainet  infrariece la ióin que las leyes castigan con penas correccio nales es un 
delito; que el artículo 326 del mismo Código prescribe que cuando 
se pruebe la circunstancia de excusa, si se trata de un crimen que 

 1, 

pena de muerte o de trabajos públicos, la pena será la 
de prisión correccional de seis meses a dos años; que así el homi- 
cidio excusable es un delito, i no un crimen; i por tanto en el caso e 
de Julián Pérez o Saballos no hubo la concurrencia de dos exíme- 
nos requerida eu la primera parte del artículo 304 del Código Pe-
nal pera que se aplique la pena de muerte al homicidio. 

2 
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Considerando, que según la copia del acta de la declaración 
del recurso de casación, que figura en el expediente, el señor Do-
natilo Acosta se presentó en la Secretaría del Juzgado que dict5 la 
sentencia (portador de un pliego del Licenciado Félix S. Ducou-
dray» quien requería del Secretario levantara (tin acto de provei-
miento en casación» contra la sentencia pronunciada por el Juz-
gado Correccional, que condenó al señor Lucas Castillo. 

Considerando, que el recurso de casación contra las senten-
cias dictadas en materia criminal, correccional i de simple policía, 
sólo puede ser intentado, conforme a los términos del artículo 26 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación, por el condenado, el 
ministerio público, la parte civil i las personas civilmente respon-
sables. 

Considerando, que el artículo 37 de la misma Lei requiere 
que la declaración del recurso de casación se haga por la parte in-
teresada en la Secretaría del Tribunal que dicté la sentencia; i au-
toriza que se haga por el abogado de la parto condenada, o por un 
apoderado especial; caso este último en el cual el poder deberá a- 

, nexarse a la declaración. 
Considerando, que el Licenciado Félix S. Ducoudray no tenía 

calidad para hacer la declaración del recurso en su propio nom-
bre, puesto que no fué parte en la causa; que tampoco figura en 
ella corno abogado del condenado; que en la declaración del recur-
so no consta que la hiciera como apoderado del señor Lucas Casti-
llo, ni existe en el expediente el poder que para tal caso requiere 
el artículo 37 de la Lei; ni dice la declaración que el recurso se in-
terpusiese en nombre del condenado; que así, tal como está redac-
tada la declaración, este recurso ha sido intentado por el Licencia-
do Félix S. Ducoudray, quien no tenía calidad para ello. 

1 
Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpuesto 

por el Licenciado Félix S. Ducoudray, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del distrito judicial del Seybo, de fecha 
veinte i nueve de abril de mil novecientos diez i nueve, i lo con-
dena al pago de los costos.. 

R. J. Castillo.—A. Arredondo Miura.--M. de J. González M. 
P. Báez Lavastida. —A. Woss y Gil.—Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces que arriba figuran, eu la audiencia pública del día nueve 
de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario General, 

certifico. 
OCTAVIO LAI•TDOLFI. 

•  
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD..—REPÚBLICA DOMINICANA 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Julián 
Pérez o Saballo, agricultor, natural de Palmarito, jurisdicción de 
Salcedo i domiciliado en Cuaba Arriba, sección de San Fran-
cisco de Macorís, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 
Vega,de fecha ocho de setiembre de mil novecientos diez i nueve, 
que lo condena, reconociendo circunstancias atenuantes, ‘a veinte 
años de trabajos públicos i pago de costos, por haberle dado 
muerte voluntariamente al que so nombraba José Delgado e in-
mediatamente a Máximo Almanzar.» 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secreta. 
ría de la Corte de Apelación por el abogado del recurrente, Lic. 
Ramón Ramírez Cuez, en,fecha diez i nueve de setiembre de mil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 
artículos 1, 326, 304 i 463 del Código Penal; 47 i 24 de la Lei so-
bre Procedimiento (le Casación. 

Considerando, que la Corte de Apelación reconoció a Julián 
Pérez o Saballos, culpable del homicidio voluntario con la circuns-
tancia de excusa de haber sido provocado, eu la persona de José 
Delgado, seguido de homicidio voluntario en la persona de Máxi-
mo Almánzar; i lo consideró incurso en la disposición del artículo 
304 del Código Penal, que castiga con la pena de muerte el homi-
cidio cuando a su comisión preceda, acompañe o siga otro crimen; 
por entender la Corte que «las disposiciones relativas a la excusa 
legal de la provocación uo son aplicables tratándose del crimen de 
homicidio sino cuando se.trata•del homicidio simple, previsto por 
el artículo 295 del Código Penal;» distinción que uo há sido es-
tablecida por la Lei, i que no puede ser creada por los jueces. 

Considerando, que según el artículo 1 del Código Penal, la -
infracción que las leyes castigan con penas correccionales es uu 
delito; que el artículo 326 del mismo Código prescribe que cuando 
se pruebe la circunstancia de excusa, si se trata de un crimen que 1 
amerite la pena de muerte o de trabajos públicos, la pena será la 
de prisión correccional de seis meses a dos años; que así el homi-
idio excusable es un cielito, i no un crimen; i por tanto en el caso 

de Julián Pérez o Saballos, no hubo la concurrencia de dos críme-
nes requerida eu la primera parte del artículo 304 del Código Pe-
nal para que se aplique la pena de muerte al homicidio. 

3 
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Considerando, que conforme al mismo artículo 304 del Códi-
go Pend,e1 homicidio se castiga con la pena de trabajos públicos, 
siempre que a su comisión no haya precedido, acompañado o se-
guido otro crimen; i por tanto esa era la pena aplicable en el caso 
de Julián Pérez o S tballos por.el homicidio de Máximó Altnan-
zar, que estuvo precedido, no de uu crimen sino de un delito. 

Considerando, que el artículo 463 del Código Penal autoriza 
a los tribunales, para el caso en que existan circunstancias ate-
nuantes, cuando la pena impuesta por la lei sea de trabajos públi-
cos, pero no el maximun, a rebajar la pena a la reclusión o la pri-
sión correccional, cuya duración no podrá ser menos de un año. 

Considerando, que la Corte de La Vega reconoció circunstan-
cias atenuantes en favor de Julián Pérez o bSaballos; pero le aplicó 
el maximun de los trabajos públicos, corno incurso en la disposi 
ción de la Kinn ra parte del artículo 301 del Código Penal; que 
así la Corte hizo una errada aplicación de los artículos :304, prime-
ra parte, i 463, párrafo primero del Código Penal. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha ocho de setiembre de mil nove-
cientos diez i nueve, que condena al reir u. Julián Pérez o Saballos, 
a veinte años de trabajos públiees i pago de costos, i envía el asun• 
to por ante la Corte de Apelacióo de S tntiago. 

R. J. Castillo. ---Andrés .J. Montuno, --111. de J. Gonz4lez 

11'0.9.1 y Gil.- -A. ArreJ.90•19. 	- P. Bléz Lavostido. 
Dada i firmada h t sido la antttrior sentencia in• los señores 

jueces que arriba figuran, e n .1 audiencia pública del día catorce 
de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario General, 
certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI.. 

DIOS, PATRIA I MUTA D.- R 	BrAcA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Antonio 

«Incubo, comerciante, natural.de Siria, domiciliado i residente en 
la ciudad del Seybo, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del distrito judicial del Seybo, de fecha diez i nueve de 
mavo de mil novecientos diez i nueve, que confirma eu• todas sus 

pa rtes la sentencia de la Alcaldía de La Romana de fecha doce de 
abril del corriente año, que lo condena al pago de cien pesos oro, 
ya lor de la patente correspondiente al último semestre del año mil 
n ovecientos diez i ocho; al pago de diez 0(0 de recargo del prime-
ro de agosto al treintiuno de diciembre de mil novecientos diez 
i ocho; a pagar ochenta pesos de multa por violación a la Lei de 
Patentes i al pago de los costos.» 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secreta-
r ía del Juzgado de Primera Instancia, eu fecha ventitres de mayo 
de Ion novecientos diez i nueve. 

oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

Rept1Lba su  República. 
Su prema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 

artículos 23 de la Lei de Patentes; 19 i 71 de la Lei sobre Proce-
dimiento de Casación. 

Considerando, que el señor Antonio Jacobo fué condenado, 
por sentencia de la Alcaldía de La Romana, en fecha doce de abril 
de mil novecientos diez i nueve, a pagar cien pesos, durante cinco 
meses, del primero de agosto al treinta i uno de diciembre de mil 
novecientos diez i ocho; a pagar ochenta pesos de multa, i los costos 
por infracción a la Lei de Patentes. 

Considerando, que contra la sentencia de la Alcaldía arriba 
mencionada, interpuso recurso de apelación.el señor Antonio Ja-
cobo, i el Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial del 
Seybo, confirmó la sentencia apelada. 

Considerando, que la Lei de Patentes, en su artículo 23 su-
bordina la validez de las apelaciones contra las sentencias de los 
Alcaldes, con motivo de infracciones a la misma lei, a la condi-
ción de que el impuesto haya sido pagado, si la sentencia incluye 

condenación al pago del impuesto. 
Considerando, que según consta en la sentencia impugnada, 

el recurrente Antonio Jacobo, al apelar de la sentencia del Juez 
Alcalde; no había pagado el impuesto a cuyo pago fué condenado 
i por tanto, su apelación uo era válida. 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia, al de-
clarar eu su sentencia, que confirma la de la Alcaldía contra la 
cual interpuso su apelación AntonioJacobo, cometió evidentemen-
te uu error; puesto que no estando válidamente apoderado del 
"asunto, no podía conocer de él; pero que semejante error es indi-
ferente desde el punto de vista del interés del recurrente, cuya 
it 'elación era ioexistente por no haber satisfecho a la condición 
un puesta por el artículo 23 de la Lei de Patentes. 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación interpuesto 
or el scrior Antonio Jacobo, contra sentencia del Juzgado de 
l'huera Instancia del distrito judicial del Seybo, de fecha diez i 
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go Penal,el homicidio se castiga con lit pena de trabajos píti)licos, 
siempre que a su comisión no haya precedido, acompañ ido o se—

de Julián Pérez o S iballos por el hotnicilio (le Nláxitnó Atinan- 
guido otro crimen; i por tanto esa era la pena aplicable en el caso 

zar, que estuvo precedido, no de utt crimen. sino (le un delito. 

sión correccional, cuya duración tia po irá ser tnenos de un año. 

a los t-ibututles, para el caso ett que existan • circunstancias ate-

cos, pero no el maximun, a rebajar lit pena a la reclusión o la pri-

cias atenuantes en favor de Julián Pérez ot'Saballos; pero le aplicó 

nuantes, cuando la pena impuesta por la lei sea de trabajos públi- 

el maximun de los trabajos públicos, corno incurso ett la disposi-
ción de la pritin rit parte del artículo 30-1 del Código Penal; que 
nsí la Corte hizo una errada aplicación (le los artículos 304, prime-

ra parte, i 46:3, párrafo primero (lel C(aligo Penal. 

cientos diez i nueve, que condena al señal. Julián Pérez o Saballos, 
Apelación (le La Vega, de fecha ocho (le setiembre de mil nove—

a veinte años de trabajos públieor. i pago de costos, i envía el asun. 

to por ante la Corte de Apelación (le Santiago. 

Considerando, que conforme al tnisino artículo 304 del Códi-

Considerando, que el artículo 463 (lel Código Penal autoriza 

Cotisiderando, que la Corte de La Veaa reconoció circunstan-

Por tales motivos, casa la seotencia dictada por la Corte de 

R. J. alstillo.J—Audrés 31olliolí0,--M. de J. Gorn4lez 

it'u$$ y Gil.— -A. .Arredowio. 	- 	/.3,.zéz La vastida. 

Dada i firmada h silo la anterior sentencia pm. los señores 
jueces que arriba figuran, en la audiencia .p115lica (lel día Catorce 
de abril de mil novecientos' veinte, lo que yo, Secretario General, 

certifico. OCTAVIO LANDOLFI. 

1)I0S, PATRIA. I 1-,111EIZTAD.---1Z 	I3LICA DOMINIO:\ :\; 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En. nombre de la República 

Sobre Pi recurso (le casación interpuesto. por el señor Antonio 

Jaeubo, comerciante, natural ale Siria, domiciliado i residente en 
la ciudad (lel Seybo, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del distrito judicial del Seybo, de fecha diez i nueve de 
mayo de mil novecientos diez i nueve, que confirma en todas sus 
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partes la sentencia de la Alcaldía (le La Romana de fecha doce de 
abril del corriente año, que I() condena al pago de cien pesos oro, 
valor de la patente correspondiente al último s.etnestre del año mil 
novecientos diez i ocho; al pago de diez 0[0 de recargo del prime-
ro de agosto al treintiuno de diciembre de mil novecientos diez 
i ocho; a pagar ochenta pesos de multa por violación a ,Lei de 
Patentes i al pago de los costos.» 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secreta-
ría (lel Juzgado de Primera Instancia, en fecha ventitres de mayo 
de mil novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

República. 
La.Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 

artículos 23 de la Lei de Patentes; 19 i 71 de la Lei sobre Proce-
, dimiento de Casación. 

Considerando, que el señor Antonio Jacobo fué condenado, 
por sentencia de la Alcaldía de La Romana, en fecha doce de abril 
de mil novecientos diez i nueve, a pagar cien pesos, durante cinco 
meses, del primero de agosto al treinta i uno de diciembre de mil 
novecientos diez i ocho; a pagar ochenta pesos de multa, i los costos 
por infracción a la Lei de Patentes. 

Considerando, que contra la sentencia de la Alcaldía arriba 
mencionada, interpuso recurso de apelación.el señor Antonio Ja-
cobo, i el Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial del 
Seybo, confirmó la sentencia apelada. 

Considerando, que la Lei de Patentes, en su artículo 23 su-
bordina la validez de las apelaciones contra las sentencias de los 
Alcaldes, con motivo de infracciones a la misma lei, a la condi-
ción de que el itnpuesto haya sido pagado, si la sentencia incluye 
la condenación al pago del impuesto. 

Considerando, que según consta en la sentencia impugnada, 
el recurrente Antonio Jacobo, al apelar de la sentencia del Juez 
Alcalde, no había pagado el impuesto a cuyo pago fué condenado 
i por tanto, su apelación DO era válida. 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia, al de-
clarar en su senteneia, que confirma la de la Alcaldía contra la 
cual interpuso su apelación Antonio Jacobo, cometió evidentemen-
te un error; puesto que no estando válidamente apoderado del 
asunto, no podía conocer de él; pero que semejante error es indi-
ferente desde el punto de vista del interés del recurrente, cuya 
apelación era inexistente por no haber satisfecho a la condición 
impuesta por el artículo 23 de la Lei de Patentes. 

Por tales motivos rechaza el. recurso de casación interpuesto 
por el s( ñor Antonio Jacobo, contra sentencia del Juzgado de 
Primera instancia del distrito judicial del Seybo, de fecha diez i 
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nueve de tnayo de tnil novecientos diez i nueve, i lo condena al 
pago de los costos. 

R. ./. 	 Arredondo .Miura.—M. de J. González 31.— 
A.Woss y Gil.---P. Báez Lavastida.— Andrés J. Montolío. 

Dadtt i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del día quince 
de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario General; 
certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD.—RETUBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores 
José A. Robert, Horacio Vasquez i Abela.rdo Vasquez, pana-
deros, domiciliados eti la ciudad de Barahona, contra sen-
tencia de la Alcaldía de la cotnún de Barahona, de fecha 
treinta de setiembre de mil novecientos diez i nueve, que los 
condena por el hecho de vender pan con un peso menor del 
establecido, a pagar cada uno cuatro pesos de -multa i los 
costos. 

Vista,e1 acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, en fecha cuatro de octubre de tnil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de 

la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis.to 

el artículo 47 de Lei sobre Procedimiento de Casación. 
Considerando,. que según aviso publicado en fecha 4 de 

julio de 1919, en la común de Barahona*, i suscrita por el 
Presidente del Ayuntamiento señor D. Sánchez, el Síndico 
Municipal, señor Victor Sánchez, i el Secretario señor Q S. 
Quezada, a partir de esa fecha el pan debería venderse a 
"no ménos de 90 gramos por dos centavos (90 gramos los bo-
llos de a dos centavos)" 

Considerando, que en fecha 30 de julio de 1919, según 
aviso del Presidente del Ayuntamiento de la, misma común,  

se concedió un.plazo de noventa días, a contar de esa fecha; 
para que todos los que se dedicasen "a lit venta de efectos 
de comercio se proveyesen de los pesos (balanzas) i medidas 
necesarias para el cumplimiento de Lei que ordena el sis-
tema mItrico decimal". 

Considerando, que la concesión de un plazo a los merca-
deres para que se proveyesen de las pesas, las medidas i los 
aparatos necesarios para el uso .del sistema métrico decimal, 
itnplicaba la prórroga del plazo para que fuese obligatoria el 
uso de dicho sistema de pesas :1 medidas; que así los recu-
rrentes no cometieron ninguna infracción con la, venta de bo 
llos de pan que no pesaban los 90 gramos requeridos por la 
disposición municipal del 4 de julio; puesto que cuando efec-
tuaron esa, venta aun no había expirado el pl;tzo de los SO 
días que tenian para, proveerse de las "balanzas i medidas" 
métrico decimales. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por la Alcal-
día de la común de Barahona, de fecha treinta, de setiembre 
de mil novecientos diez i nueve. 

.1?.. 	Castillo.—A. Arredondo Iliura.—A. Woss y Git.--P. Báez. 
Lavastida.-31. de J. González M.—Andrés J. Montolio. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día quince de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Se-
cretario General, certifico. 

OCT A VIO LA N DOLFI 

Dios, Patria i Libertad - República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República • 

Sobre el recurso de casación interpuesto por ei s(-‘ñor 
sé Antonio Ramírez Alcántara, talabartero, natural i residen 
te en la común de San Juan de la Maguana, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial de 
Azua, de fecha ocho de octubre de mil novecientos diez i nue 
ve, que lo condena por haber cobrado valores indebidamente 

.su provecho, en su calidad de Síndico del Ayuntamiento de 

e 

.z 

;e 

o 
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nueve de mayo de mil novecientos diez i nueve, i lo condena a l 
pago de los costos. 

R. J. Castillo.—A. Arredondo 	 de J. González M.— 
A.Woss y 	Báez Lavastida.—Andrés J. ilfontolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del día quince 
de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario General, 
certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI. 

DI03, PATRIA I LIBERTAD.—REPÚBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores 
José A. Rol;ert, Horacio Vasquez i Abelardo Vasquez, pana-
deros, domiciliados en la ciudad de Barahona, contra sen-
tencia, de la Alcaldía de la común de Barahona, de fecha 
treinta de setiembre de mil novecientos diez i nueve, que los 
condena por el hecho de vender pan con un peso menor del 
establecido, a pagar cada uno cuatro pesos de multa i los 
costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría dé la Alcaldía, en fecha cuatro de octubre de mil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de 

la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i visto 

el artículo 47 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 
Considerando,, que según aviso publicado en fecha 4 de 

julio de 1919, en la común de Barahona, i suscrita por el 
Presidente del Ayuntamiento señor D. Sánchez, el Síndico 
Municipal, señor Victor Sánchez, i el Secretario señor Q S. 
Quezada, a partir de esa fecha el pan debería venderse a 
"no ménos de 90 gramos por dos centavos (90 gramos los bo- 
Hos de a dos centavos)" 

Considerando, que en fecha 30 de julio de 1919, según 
aviso del Presidente del Ayuntamiento de la misma común,  

se concedió un .  plazo de noventa días, a contar de esa fecha; 
para que todos los que se dedicasen "a la venta de efectos 
de comercio se proveyesen de los pesos (balanzas) i medidas 
n ecesarias para el cumplimiento de la Lei que ordena el sis-
tema métrico decimal''. 

Considerando, que la concesión de un plazo a los merca-
deres para que se proveyesen de las pesas, las medidas i los 
aparatos necesarios para el uso .del sistema métrico decimal, 
implicaba la prórroga del plazo para que fuese obligatoria el 
uso de dicho sistema de pesas i medidas; que así los recu-
rrentes no cometieron ninguna infracción con la venta de bo 
llos de pan que no pesaban los 90 gramos requeridos por la 
disposición municipal del 4 de julio; puesto que cuando efec-
tuaron esa venta aun no había expirado el plazo de los 90 
días que tenian para proveerse de las "balanzas i medidas" 
métrico decimales. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por la Alcal-
día de la común de Barahona, de fecha treinta de setiembre 
de mil novecientos diez i nueve. 

R. J. 	 Arredondo 	Woss y 	Báez 
Lavastida.—M. de J. González M.—Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día quince de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Se-
cretario General, certifico. 

OCTAVIO LA N DOLFI 

Dios, Patria i Libertad - República Dominicana. 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República • 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Jo 
sé Antonio Ramírez Alcántara, talabartero, natural i residen 
te en la común de San Juan de la Maguana, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial de 
Azua, de fecha ocho de octubre de mil novecientos diez i nue 
ve, que lo condena por haber cobrado valores indebidamente 
-a su provecho, en su calidad de Síndico del Ayuntamiento de 
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aquella común, a tres meses de prisión correccional i pago 
de costos, admitiendo circunstancias atenuantes. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, en fecha once de 
-octubre de mil novecientos diez i nueve, en la cual se alega 
contra la sentencia impugnada, la violación del artículo 174 
del Código _Penal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. Eduardo V. Vicioso, en representación del 

Dr. Horacio V. Vicioso, abogado del recurrente, en su escri-
to de alegatos i en sus conclusiones. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 174 del Código Penal i 47 de la Lei sobre Proce- 

Considerando, que según consta en la sentencia impug-
nada, el día siete de junio de mil novecientos diez i nueve el 
Alcalde Pedáneo de la sección de "Juan Herrera" sometió a 
la Alcaldía de San Juan de la Maguana a varias personas 
que fueron sorprendidas jugando gallos en el monte, e in-
frinjiendo así la Lei de Policía; que el Alcalde Pedáneo ocupó 
la suma de ocho pesos más cuarenta centavos, a los jugado-
res, i la entregó al Síndico Municipal, señor José Antonio Ha 
mírez Alcántara, quien la retuvo en su poder hasta el vein-
tiocho de agosto, fecha en la cual la entregó en la Te-
sorería Municipal, según consta por el recibo dado por el 
Tesorero. 

Considerando, que la sentencia impugnada sólo estable-
ce a cargo del señor José Antonio Ramírez Alcántara el he-
cho de la retención de los ocho pesos con cuarenta centavos 
que le entregó el Alcalde Pedáneo, i la circunstancia de no 
haber efectuado la entrega en la Tesorería Municipal, sino 
después deiniciados procedimientos de investigación a re-
querimiento de un Teniente de la Guardia - Nacional Domini-
cana. 

Considerando, que ningún hecho, sea cual fuese su mo-
ralidad, puede ser castigado, si no reune los elementos cons-
titutivos de una infracción prevista i penada por la Lei. 

Considerando, que el delito de concusión está constitui-
do no sólo por el caracter público de la persona que comete 
el hecho, sino también por una percepción ilícita de dinero, 
o de valores, con un pretexto legal; lo que no ocurrió en el 
caso del señor Ramírez Alcántara, quien no ordenó ninguna 
percepción de cantidades o valores no debidos a las cajas pó 
blicas o comunales, ni exijió o recibió sumas que exediesen  

la tasa legal de los derechos o mesadas superiores a las que 
establece la Lei. 

Considerando, que ni la retención por el señor Ramírez 
Alcántara de la suma que le entregó el Alcalde Pedáneo, ni 
la circunstancia de no haberla entregado en la Tesorería 
Municipal sino con posterioridad a la investigación a que se 
refiere la sentencia del Juzgado CorreceiOnal, constituyen 
crimen, delito ni contravención. 

Por tales motivos, casa la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del distrito judicial de Azua, de fecha ocho 
de octubre de mil novecientos diez i nueve. 

R. J. Castillo. —.1f. de J. González M.—A. Woss Gil.—P.Báa 
Lavastida—Andrés J. Motatolío— A. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i seis de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

OCTAVIO LA NDOLFI 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD.-REPÚBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICA. 

En nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Miguel Ruiz, comerciante, natural de San Francisco de Ma 
corís i domiciliado en Matanzas, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, de fecha diez de octubre de mil 
novecientos diez i nueve, que lo condena a sufrir "quince 
años de trabajos públicos i pago de costos, por herida volun-
taria a Manuel Cortorreal i por herida voluntaria que produ-
jo la muerte a la que se nombró María Petronila Nuñez". 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación, en fecha catorce de octubre de mil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado ProcuradoriGeneral de 

la República. 

dimiento de Casación. 
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aquella común, a tres meses de prisión correccional i pago 
de costos, admitiendo circunstancias atenuantes. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, en fecha once de 
-octubre de mil novecientos diez i nueve, en la cual se alega 
contra la sentencia impugnada, la violación del artículo 174 
del Código _Penal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. Eduardo V. Vicioso, en representación del 

Dr. Horacio V. Vicioso, abogado del recurrente, en su escri-
to de alegatos i en sus conclusiones. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 174 del Código Penal i 47 de la Lei sobre Proce- 

Considerando, que según consta en la sentencia impug-
nada, el día siete de junio de mil novecientos diez i nueve el 
Alcalde Pedáneo de la sección de "Juan Herrera" sometió a 
la Alcaldía de San Juan de la Maguana a varias personas 
que fueron sorprendidas jugando gallos en el monte, e in-
frinjiendo así la Lei de Policía; que el Alcalde Pedáneo ocupó 
la suma de ocho pesos más cuarenta centavos, a los jugado-
res, i la entregó al Síndico Municipal, señor José Antonio Ha 
mírez Alcántara, quien la retuvo en su poder hasta el vein-
tiocho de agosto, fecha en la cual la entregó en la Te-
sorería Municipal, según consta por el recibo dado por el 
Tesorero. 

Considerando, que la sentencia impugnada sólo estable-
ce a cargo del señor José Antonio Ramírez Alcántara el he-
cho de la retención de los ocho pesos con cuarenta centavos 
que le entregó el Alcalde Pedáneo, i la circunstancia de no 
haber efectuado la entrega en la Tesorería Municipal, sino 
después deiniciados procedimientos de investigación a re-
querimiento de un Teniente de la Guardia - Nacional Domini-
cana. 

Considerando, que ningún hecho, sea cual fuese su mo-
ralidad, puede ser castigado, si no reune los elementos cons-
titutivos de una infracción prevista i penada por la Lei. 

Considerando, que el delito de concusión está constitui-
do no sólo por el caracter público de la persona que comete 
el hecho, sino también por una percepción ilícita de dinero, 
o de valores, con un pretexto legal; lo que no ocurrió en el 
caso del señor Ramírez Alcántara, quien no ordenó ninguna 
percepción de cantidades o valores no debidos a las cajas pó 
blicas o comunales, ni exijió o recibió sumas que exediesen  

la tasa legal de los derechos o mesadas superiores a las que 
establece la Lei. 

Considerando, que ni la retención por el señor Ramírez 
Alcántara de la suma que le entregó el Alcalde Pedáneo, ni 
la circunstancia de no haberla entregado en la Tesorería 
Municipal sino con posterioridad a la investigación a que se 
refiere la sentencia del Juzgado CorreceiOnal, constituyen 
crimen, delito ni contravención. 

Por tales motivos, casa la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del distrito judicial de Azua, de fecha ocho 
de octubre de mil novecientos diez i nueve. 

R. J. Castillo. —.1f. de J. González M.—A. Woss Gil.—P.Báa 
Lavastida—Andrés J. Motatolío— A. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i seis de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

OCTAVIO LA NDOLFI 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD.-REPÚBLICA DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICA. 

En nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Miguel Ruiz, comerciante, natural de San Francisco de Ma 
corís i domiciliado en Matanzas, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, de fecha diez de octubre de mil 
novecientos diez i nueve, que lo condena a sufrir "quince 
años de trabajos públicos i pago de costos, por herida volun-
taria a Manuel Cortorreal i por herida voluntaria que produ-
jo la muerte a la que se nombró María Petronila Nuñez". 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación, en fecha catorce de octubre de mil 
novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado ProcuradoriGeneral de 

la República. 

dimiento de Casación. 
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La Supretna Corte, después de haber deliberado, i vistos 

los artículos 309 i 311 del Código Penal; lo, i 71 de la Lei so-

bre Procedimiento de Casación. 
Considerando, que son hechos constantes en la senten-

cia impugnada: lo que Miguel Ruiz infirió voluntariamente 
a Mktnuel Cortorreal una herida cuya curaci(i'm se realizó en 
menos de veinte día,s; 2o. que Miguel Ruiz infirió volunta-
riamente a María Petronila, Nuñez una herida que le ocasio- 
nó la muerte. 

Considerando, que las heridas que no causan enferme-
dad durante más de veinte día,s, o que no priven a quien la 
recibió, de su trabajo durante ese tiempo, se castigan con 
prisión correccional de seis días a un año i tnulta de cinco a 
veinticinco pesos, si no ha habido premeditación ni acechan-
za. (Código Penal, artículo 311) 

Considerando, que cuando las heridas voluntarias itan 
ocasionado la muerte, se castigan con la pena de trabajos pú-
' blicos, aún cuando la intención del autor no haya sido causar 
la muerte de la, víctima (articulo 309 del Código Penal) 

Considerando, que si ningún texto del Código de Proce-
dimiento Criminal dominicano reproduce el artículo 365 del 
Código de instrucción francús, el cual dispone que a la per-
sona con victit de varios crímenes o delitos sólo se le itnpouga 
la pena mayor; la jurisprudencia dominicana aplica la misma 
regla, considerándola implícitamente adoptada por el legisla-
dor clonainicano, fundándose V en q. cuando éste hit querido 
q. el autor de varias infracciones se le impongan las penas co 
rrespondientes a cada una de ellas lo ha dispuesto así expre-
samente corno en los casos cle los artículos 220, 236 i 245 del 
Código Penal; 2o. en que el artículo 304 del Código de Proce-
diiniento Criminal dispone que cuando en el curso de los 
debates el acusado fuere inculpado de otros crínienes que 
mereciesen una pena. mayor que los primeros, se ordene per-
seguirlos pot. aquellos, i se sobresea a la ejecución de la pri-
mera condena hasta que se haya. decidido sobre el segundo 
proceso. 

Considerando, que la Corte de Apelación de La Vega re-
conoció a NI iguel Ruiz culpable de un delito i un crimen, i só 
lo le aplicó la pena mayor; que es la correspondiente a esta 
última infracción; de acuerdo con la regla seguida, en tales 
casos, por 1;v jurisprudencia nacional. 

considerando, que la Corte de Apela.ción ni al calificar 
1.os hechos ni al aplicar la pena ha violado ninguna Lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
, puesto por el señor Miguel Ruíz contra sentencia de la, Cor- 

te de Apelación de La Vega, de fecha diez de octubre d(a 
novecientos diez i nueve, i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.-31. de J. González 	- A. Woss y Gil. —P. Báez 
Lavastida.—Andrés Montolío. —A. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-ñores jueces que arriba figuran, en 
la audiencia . pública del día veintiuno de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, 

*Secretario General, certifico. 

OCTA VIO LA NDOLF 

DIOS,.PATRIA I LIBERTAD.—REPUBLICA DOMINICANA « 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA . 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Maxi-
miliano Saballos (a) Chichi Rodríguez, agricultor, natural de 
Palmarito, sección de la común do Salcedo i domiciliado en 
«Cuaba Arriba», sección de San Francisco de Macorís, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha ocho de 
octubre de mil novecientos diez i nueve, que lo condena a sufrir 
la pena de doce años de trabajos públicos i pago de costos, por 
homicidio voluntario en la persona del que se nombraba 

Manuel Bueno».. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secre-taría de la Corte de Apelación, en fecha catorce de octubre de 

mil novecientos diez i nueve. 
Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, 1 vistos los 
articulos 304 del Código Penal; 304 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1o. i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que según consta en la sentencia impugnada, 
Maximiliano Saballos (a) Chichí Rodríguez', dió muerte volunta-
riamente a Manuel Bueno; i cuando se le juzgaba por ese hecho, 
confesó que, mientras andaba prófugo, dió muerte a 

Saturnino Martínez. 
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La Suprema, Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 309 i 311 del Código Penal; lo, i 71 de lit Lei so-
bre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que son hechos constantes; en la senten-
cia impugnada: lo que Miguel Ruiz infirió voluntariamente 
a Manuel Cortorreal una herida cuya curación se realizó en 
menos de veinte días; 2o. que Miguel Ruiz infirió volunta-
riamente a María Petronila Nuñez una herida que le ocasio- 
nó la muerte. 

Considerando que las heridas que no causan enferme-
dad durante más Cle veinte días, o que no priven a quien la 
recibió, de su trabajo durante ese tiempo, se castigan con 
prisión correccional de seis días a un año i tnulta de cinco a 
veinticinco pesos,- si no ha habido premeditación ni acechan-
za. (Código Penal, artículo 311) 

Considerando, que cuando las heridas voluntarias han 
ocasionado la muerte, se castigan con la pena de trabajos pú-
'blicos, aún cuando la intención deLautor no haya sido causar 
1;t muerte de la víctitna (artículo 309 del Código Penal) 

Considerando, que si ningún texto clel Código de Proce-
dimiento Critninal dominicano reproduce el artículo 365 del 
Código de instrucción francl,s, el cual dispone que a la per-
sona con victa de varios crímenes o delitos sólo se le itnpouga 
la pena tnayor; la jurisprudencia dominicana aplica .1a misma 
regla, considerándola implícitatnente adoptada por el legisla-
dor dotninicano, fundándose r en q. cuando éste ha querido 
q. el autor de varias infracciones se le impongan las penas co 
rrespondientes a cada una de ellas lo ha dispuesto así expre-
samente corno en los casos cle los artículos 220, 236 i 245 del 
Código .Penal; 2o. en que el artículo 304 del Código de Proce-
dintiento Criminal dispone que cuando en el curso de los 
debates el acusado fuere inculpado de otros crímenes que 
mereciesen una pena. mayor que los primeros, se ordene per-
,...leguirlos por aquellos, i se sobresea a la ejecución de la pri-
mera, condena hasta que se 'raya. decidido sobre el segundo 
proceso. 

Considerando, que la Corte de Apelación de La Vega re-
conoció a Miguel Ruiz culpable de un delito i un crimen, i só 
lo le aplicól;t pena mayor; que es la correspondiente a esta 
última infracción; de acuerdo con la regla seguida, en tales 
casos, pot- la jurisprudencia nacional 

Considerando, que la Corte cle Apelación ni al calificar 
1.0s hechos ni al aplicar la pena ha violado ninguna Lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Miguel Ruíz contra sentencia de la Cor- 

te de Apelación de La Vega, de fecha diez de octubre dca 
novecientos diez i nueve, i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.—_32. de J. González .11.-A. Woss y Gil.—P. Báez Lavastida.—Andrés J. Montolío. —A. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha. sido la anterior sentencia por- los se. 
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia. pública del 
día veintiuno de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, 
'Secretario General, certifico. 

°MAI° LA NDOLFI. 

DIOS,- PATRIA 1 LIBERTAD.—REPUBLICa DOMINICANA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA . 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Maxi-
miliano Saballos (a) Chichi Rodríguez, agricultor, natural de 
Palmarito, sección de la común do Salcedo i domiciliado en 
«Cuaba Arriba», sección de San Francisco de Macorís, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha ocho de 
octubre de mil novecientos diez i nueve, que lo condena a sufrir 
la pena de doce años de trabajos públicos i pago de costos, por 

Bueno».. 
homicidio voluntario en la persona del que se' nombraba Manuel 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte de Apelación, en fecha catorce de octubre de 
mil novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 
articulos 304 del Código Penal; 304 del Código de Procedimien-
to Criminal; lo. i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que según consta en la sentencia impugnada, 
Maximiliano Saballos (a) Chichí Rodríguez', dió muerte volunta-
riamente a Manuel Bueno; i cuando se le juzgaba por ese hecho, 
confesó que, mientras andaba prófugo, dió muerte a Saturnino Martínez. 
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• juzgó a Miximiliano Saballos por el homicidio de Manuel esta
Bueno 

i le aplicó la pena de trabajos públicos, que es la ble-
cida por el artículo 304 del Código Penal para e homicidio do 

vo-

luntario a cuya comisión no haya precedido,

l 
 acompaña o 

seguido otro crimen. 

Martínez, confesado por el acusado, la Corte de Apelación no 
debió mencionarlo en su sentencia si aquel no fué inculpado de 
ese hecho por testigos o documentos, según lo prevé e  
30) del Código de Procedimiento Criminal; i si lo contrario, la 
Corte debió proceder de conformidad con lo que prescribe el 

Considerando, que la Corte de Apelación de La Vega sólo 

Considerando, que en cuanto al homicidio de Saturnino 

mismo artículo. 
Considerando, que el error en que incurrió la Corte al de-

clarar en uno de los considerandos de la sentencia, que no podía 
juzgar a Saballos por el homicidio de Saturnino Martínez, por no 
estar amparada del asunto, no perjudicó al condenado; i por 
consiguiente no puede ser un motivo de casación de la sentencia 
que sólo ha sido impugnada por él. 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma; i que 
la pena impuesta al condenado es la determinada por la lei para • 
el hecho del cual fué reconocido culpable por la Corte de La 

Vega. 
Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpues

-

to por el señor Maximiliano Saballos (a) Chichí Rodríguez, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Ve ga, d e fecha 
diez de octubre de mil novecientos diez i nueve, que lo cond 
a quince años de trabajos públicos 1 pago de costos; i lo condena 

al pago de los costos. 
R. .T. Costillo.--A. A rredondo Miura.-- Andrés J. Monlolío.—M 

de J. Gonví tez M. 	i170 	— P. B ,;(1, Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores a veinti-
jueces qne arriba figuran, en la audiencia pública del secretario 
uno de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, S  

General, certifico. OCT A VIO LANDOLFI. 

DIOS PATRIA IMRE:R.1'AD. -REPUBLICA DOMINICAS 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
En nombre de la República 

Vista la instancia q ie en Fecha quince, de este mes ha dirij
do a la Suprema Corte de Justicia, el ciudadano Carlos Maríl' 
Mejía, Notario Público de la común de Baní, en la que pide se le 
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conceda una licencia por el término de diez días «para pasar a 
esta ciudad capital, para conocer la opinión médica respecto a 
los quebrantos que sufre su persona». 

Visto el dictamen del magistrado Procurador General de la 
República. 

• Visto el artículo 63 de la Lei.del Notariado. 
La Suprema Corte de Justicia, resuelve conceder al ciudada 

no Carlos María Mejía la licencia que solicita por el término de 
diez días, mediante la entrega de sus archivos al Juez Alcalde 
de la común de Baní. 

Comuníquese al magistrado Procurador General de la Repú-
blica, para los fines consiguientes. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domin-
go, Capital de la República, a los veintiun días del mes de abril 
de mil novecientos veinte, año 77 de la Independencia i 57 
de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Andr(s J. 31oniolío.--31. de J. González .31... — A. Woss y Gil.—A. Arredondo 	 Báez Laraslida. 
Dado i firmado ha sida el anterior auto por los señores jue-

ces que arriba figuran, el niismo día, mes i año en él expresádos, 
lo que yo, Secretario General, certifico. 

OCTL'S.VIO L A NDOLFI • 

DIOS PATRIA I LIBERTAD.-REPÚBLICA DOMINICANA 

La Suprema Corte de Justicia 
En nombre de la República 

Vista la instancia dirijida en fecha 16 de abril de 1920 por 
el ciudadano F. Castellanos M. pidiendo se le nombre Notario 
Público de la común de Castillo. 

Visto el dictamen del magistrado Procurador General de la 
República. 

Visto el artículo 80. de la Lei del Notariado. 
Atendido, a que se encuentra vacante la jurisdicción nota, i.::  de la común de Pimentel. 

RESUELVE. 

Conceder al ciudadano F. Castellanos M., el nombramiento 
de Notario Público para la común de Pimentel, para que pueda 
ejercer en ella las funciones de su ministerio. 
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conceda una licencia por el término de diez días «para pasar a 
esta ciudad capital, para conocer la opinión médica respecto a 
los quebrantos que sufre su persona». 

Visto el dictamen del magistrado Procurador General de la 
República. 

Visto el artículo 63 de la Lei.del Notariado. 
La Suprema Corte de Justicia, resuelve conceder al dudada 

no Carlos María Mejía la licencia que solicita por el término de 
diez días, mediante la entrega de sus archivos al Juez Alcalde 
de la común de Baní. 

Comuníquese al magistrado Procurador General de la Repú-
blica, para los fines consiguientes. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domin-
go, Capital de la República, a los veintiun días del mes de abril 
de mil novecientos veinte, año 77 de la Independencia i 57 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—And•és 	Honlolí.o.-31. de J. González M..— 
A. TVoss y Gil.—A. Arredondo Miura.—P. Báez Lavaslida. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores jue-
ces que arriba figuran, el mismo día, mes i año en él expresados, 
lo que yo, Secretario General, certifico. 

OCTAVIO LANDOLFI • 
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Considerando, que la Corte de Apelación de La Vega sólo 
juzgó a Miximiliano Saballos por el homicidio de Manuel esta

Bueno 

i le aplicó la pena de trabajos públicos, que es la ble-
cida por el artículo 304 del Código Penal para e homicidio vo-
luntario a cuya comisión no haya precedido,

l 
 acompañado o 

seguido otro crimen. 
Considerando, que en cuanto al homicidio de Satur n

nino
no 

 Martínez, confesado por el acusado, la Corte de • Apelació 
• debió mencionarlo en su sentencia si aquel no fué inculpado de 

ese hecho por testigos o documentos, según lo prevé el  
301 del Código de Procedimiento Criminal; i si lo contrario, la 
Corte debió proceder de conformidad con lo que prescribe el 

mismo artículo. 
Considerando, que el error en que incurrió la Corte al de-

clarar en uno de los considerandos de la sentencia, que no podía 
juzgar a Saballos por el homicidio de Saturnino Martínez, por no 
estar amparada del asunto, no perjudicó al condenado; i por 
consiguiente no puede ser un motivo de casación de la sentencia 
que sólo ha sido impugnada por él. 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma; i que 
la pena impuesta al condenado es la determinada por la lei para • 
el hecho del cual fué reconocido culpable por la Corte de La 

Vega. 
Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpues-

to por el señor Maximiliano Saballos (a) Chichi Rodríguez, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
diez de octubre de mil novecientos diez i nueve, que lo condena 
a quince años de trabajos públicos i pago de costos; i lo condena 

al pago de los costos. 
R. J. Castillo.—A. Ar•edondo Miura.-- Andrés J. Montono.—M 

de J. GonzWez M.—.A. 117osR y Gil. — 	B‘ícz Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces cine arriba figuran, en la audiencia pública del día veinti-
uno de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario 

General, certifico. 

DIOS PATRIA 1 LIBERTA D. -REPU 11 LICA DOMINICASA 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
En nombre de la República 

Vista la instancia q•ie en fecha q-iinc3 de este mes ha diriji
-

do a la Suprenv, Corte de Justicia, el ciudadano Carlos Mara 
Mejía, Notario Público de la común de Baní, en la que pide 

se le 

OCIA VIO LA1~Ln. 

DIOS PATRIA I LIBERTAD.—REPUBLICA DOMINICANA 

La Suprema Corte de Justicia 

En nombre de la República 

Vista la instancia dirijida en fecha 16 de abril de 1920 por 
el ciudadano F. Castellanos M. pidiendo se le nombre Notario 
Público de la común de Castillo. 

Visto el dictamen del magistrado Procurador General de la República- . 
Visto el artículo 80. de la Lei del Notariado. 
Atendido, a que se encuentra vacante la jurisdicción notar 

de la común de Pimentel. 

RESUELVE. 

Conceder al ciudadano F. Castellanos M., el nombramiento 
de Notario Público para la común de Pimentel, para que pueda 
ejercer en ella las funciones de su ministerio. 
• 
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Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domin-
go. Capital de la Repúb i.a, a los veintidos días del mes de abril 

(le mil novecientos vein!e, año 77 de la Independencia i 57 

de la Restauración 

R. .I. Castillo. - A,, ii.és .1. Moutolio.— 	..1rredoodo 

ll'ass y 	de .1. li , .:1:61et M.—P. 	Lavastida. 

Dado i firmado ha i lo el anterior auto por los señores jue-
ces que arriba figuran, el mismo día, mes i año en él expre-

sados, lo que yo, Secre ..-:rió General, certifico. 

OCT A VIO LA N DO LF1.• 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso Je casación interpuesto por la señora Flo-

rentina' Feliciano, co , ,rs sentencia de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, de ta veintidos de agosto de mil novecientos 
diez i nueve que anua la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Seybo de fecha veinticuatro de junio de 
mil novecientos diez i nueve, que ordena su libertad i declara los 

costos de oficio. 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la 

Corte de Apelación, en fecha primero de setiembre de mil nove-
cientos diez i nueve, en la cual alega la recurrente, contra la 
sentencia impugnada, la violación de los artículos 13 de la Lei de 
Habeas Corpus i 282 del Código de Procedimiento Criminal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 

artículos 13 i 20 de la Lei de Habeas Corpus; 282 del Código de 
Procedimiento Criminal; i 71 de la Lei sobre Procedimiento de 

Casación. 
Considerando, que habiendo sido Florentina Feliciano in- 

culpada del crimen de incendio, se instruyó el correspondiente 
proceso; i la Cámara de Calificación la envió al Tribunal Crimi-

nal, pero ni antes ni después de la decisión de la Cámara se 

expidió contra le acusada mandamiento de prevención o de pri- 

Sión provisional; i en ese estado de libertad irregular fué juzga-
da, i condenada a ■, einte años de trabajos públicos, por el Juz-
gado de ['timen, Instancia del distrito judicial del Seybo. 

Considerando, que Florentina Feliciano apeló de la senten-
cia condenatoria; i habiendo sido reducida a prisión, solicitó del 
Juez de PHirera Instancia mandamiento de habeas corpus pare 
obtener su !ibeitacl; !a que fué concedida por el Juez. 

Considerando, que la Corte de Apelación de Santo Domin-
go. para anular la sentencia del Juez de Primera Instancia que 
ordenó la excarcelación de Florentina Feliciano, se fundó en que 
si bien la apelación suspendió los efectos de la sentencia, i en 
consecuencia la prisión de la acusada en virtud de esa sentencia, 
fué irregular; no es menos cierto que la decisión de la Cámara 
de Calificación que envió a Florentina Feliciano al Tribunal Cri-
minal, i la sentencia (le dicho Tribunal que la condenó, hacen 
presumir que era culpable del hecho que se le imputó; i que, por 
tanto, i conforme al artículo 13 de la Lei de Habeas Corpus no 
procedía la orden de libertad dada en su favor por el Juez. 

Considerando, que unzl persona. que ha sido enviada por la Cá 
mara de Calificación por ante el Tribunal Criminal, i condenada 
por éste por un hecho calificado crimen por la lei; si no está en 
libertad provisional bajo fianza, ni se encuentra prófugo, no pue-
de estar legalmente en libertad; i si disfruta de ella, por incuria 
de los funcionarios que debieron ponerla en prisión preventiva, 
esa- situación irregular no puede ser protejida por interpretación 
ni de la Lei de Habeas Corpus ni de ninguna otra Lei. 

Considerando, que el artículo 13 de la Lei de Habeas Corpus 
dispone que «si constare por las pruebas presentadas con el in-
forme dado al mandamiento expedido o practicadas en la vista, 
que hai varios motivos para presumir que dicha persona es cul-
pable del referido hecho punible, aun cuando el encarcelamiento 
sea irregular, el Juez ordenará que vuelva a ser encarcelado;» 
que así la excarcelación no procede, cuando, siendo la prisión 
irregular, existen motivos legales que justifican la detención de 
la persona. 

Considerando, que la disposición del artículo 20 de la Lei 
de Habeas Corpus conforme a la cual la persona que haya sido 
puesta en libertad por orden expedida a consecuencia de un 
mandamiento de Habeas Corpus conforme a la cual la persona 
que haya sido puesta en libertad por orden expedida a conse-
cuencia de un mandamiento de habeas corpus,, no volverá a ser 
encarcelada por la misma causa, sólo puede referirse, lójica 
jurídicamente entendida, a la orden de libertad expedida por un 
juez competente, i cuando la persona cuya libertad se haya orde-
nado no se encuentre en el caso previsto en el artículo 13 de la 
misma lei. 

Considerando, que Florentina Feliciano fué reducida a pri-
sión después de haber apelado de la sentencia que la condenó; j 
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Dado en el Palada 	Justicia, en la ciudad de Santo Domin- 

go. Capital de la Repúb i a, a los veintidos días del mes de abril 

de Tnil novecientos veinte, año 77 de la Independencia i 57 

(le la Restauración 

il. J. Castillo.- - 	I,.és 	Montolío.- 	Arredondo Miura.—A. 

il•os 1? 	de .1. Go.qu'llez 	Bd(z Lavastido. 

Dado i firmado ha 	lo el anterior auto por los señores jue- 

ces que arriba figuran, el mismo día, mes i año en él expre-

sados, lo que yo, Secre ..,:rid General. certifico. 

OCT A VIO LA N DO L.FI• 

Dios, Patria i L Sertad. — República Dominicana 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso ‘le casación interpuesto por la señora Flo-

rentina' Feliciano, cot,:ra sentencia de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, de kr...-'1a veintidos de agosto de mil novecientos 

diez i nueve que anua la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Seybo de fecha veinticuatro de junio de 
mil novecientos diez i nueve, que ordena su libertad i declara los 

costos de oficio. 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la 

Corte de Apelación, en fecha primero de setiembre de mil nove-
cientos diez i nueve, en la cual alega la recurrente, contra la 
sentencia impugnada, la violación de los artículos 13 de la Lei de 
Habeas Corpus i 282 del Código de Procedimiento Criminal. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la 

República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los 

artículos 13 i 20 de la Lei de Habeas Corpus; 282 del Código de 
Procedimiento Criminal; i 71 de la Lei sobre Procedimiento de 

Casación. 
Considerando, que habiendo sido Florentina Feliciano in- 

culpada del crimen de incendio, se instruyó el correspondiente 
proceso; i la Cámara de Calificación la envió al Tribunal Crimi-
nal, pero ni antes ni después de la decisión de la Cámara se 
expidió contra la acusada mandamiento de prevención o de pri- 

Sión provisional; i en ese estado de libertad irregular fué juzga-
da, i condenada a veinte años de trabajos públicos, por el Juz-
gado de Plitnetu Instancia del distrito judicial del Seybo. 

Considerando, que Florentina Feliciano apeló de la senten-
cia condenatoria; i habiendo sido reducida a prisión, solicitó del 1 
Juez de Primera Instancia mandamiento de habeas corpus para • 
obtener su libertad; !a que fué concedida por el Juez. 

Considerando, que la Corte de Apelación de Santo Domin-
go. para anular la sentencia del Juez de Primera Instancia que 
ordenó la excarcelación de Florentina Feliciano, se fundó en que 
si bien la apelación suspendió los efectos de la sentencia, i en 
consecuencia la prisión de la acusada en virtud de esa sentencia, 
fué irregular; no es menos cierto que la decisión de la Cámara 
de Calificación que envió a Florentina Feliciano al Tribunal Cri-
minal, i la sentencia de dicho Tribunal que la condenó, hacen 
presumir que era culpable del hecho que se le imputó; i que, por 
tanto, i conforme al artículo 13 de la Lei de Habeas Corpus no 
procedía la orden de libertad dada en su favor por el Juez. 

Considerando, que une persona que ha sido enviada por la Cá 
mara de Calificación por ante el Tribunal Criminal

, i condenada 
por éste por un hecho calificado crimen por la lei; si no está en 
libertad provisional bajo fianza, ni se encuentra prófugo, no pue-
de estar legalmente en libertad; i si disfruta de ella, por incuria 
de los funcionarios que debieron ponerla en prisión preventiva, 
esa. situación irregular no puede ser protejida por interpretación 
ni de la Lei de Habeas Corpus ni de ninguna otra Lei. 

Considerando, que el artículo 13 de la Lei de Habeas Corpus 
dispone que «si constare por las pruebas presentadas con el in-
forme dado al mandamiento expedido o practicadas en la vista, 
que hai varios motivos para presumir que dicha persona es cul-
pable del referido hecho punible, aun cuando el encarcelamiento 
sea irregular, el Juez ordenará que vuelva a ser encarcelado;» 
que así la excarcelación no procede, cuando, siendo la prisión 
irregular, existen motivos legales que justifican la detención de 
la persona. 

Considerando, que la disposición del artículo 20 de la Lei 
de Habeas Corpus conforme a la cual la persona que haya sido 
puesta en libertad por orden expedida a consecuencia de un 
mandamiento de Habeas Corpus conforme a la cual la persona 
que haya sido puesta en libertad por orden expedida a conse-
cuencia de un mandamiento de habeas corpus, no volverá a ser 
encarcelada por la misma causa, sólo puede referirse, lójica í 
jurídicamente entendida, a la orden de libertad expedida por un 
juez competente, i cuando la persona cuya libertad se haya orde-
nado no se encuentre en el caso previsto en el artículo 13 de la 
misma lei. 

Considerando, que Florentina Feliciano fué reducida a pri-
sión después de haber apelado de la sentencia que le condenó; j 
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en consecuencia el Juez de Primera Instancia no era competente 
.para conocer de su petición de habeas corpus; puesta que con-
'forme al artículo 2n. de la Lei de Habeas Corpus cuando del caso 
deba conocer una Corte de Apelación la solicitud del manda-
miento de habeas corpus deberá ser dirijida i entregada a cual-
quiera de sus Magistrados o al Presidente. 

Considerando, que la detención de Florentina Feliciano fué 
ordenada a consecuencia de la sentencia que la condenó, pero no 
en ejecución de ella; puesta que la prisión preventiva no es la 
pena de trabajos públicos, impuesta por la sentencia a la acu-
sada. 

Considerando, que la Corte de Apelación no violó en la sen- 
tencia impugnada los artículos 13 de la Lei de Habeas Corpus i 
282 del Código de Procedimiento Criminal, ni ninguna otra lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpues- 
to por la señora Florentina Feliciano contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Snnto Domingo, de fecha veintidos de agosto de 
mil novecientos diez i nueve, i la condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo. — A. (Pols y 	 Báez Lavaslida. —Andrés J. 
Mántolío.— A. A rredondo Miura.--M. de J. González H. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores 
jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del día veinti -
tres de abril de mil novecientos veinte, lo que yo, Secretario Ge-
neral, certifico, 

OCTAVIO LANDOLFI. 
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